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[bookmark: RESOLUCION]
RESOLUCION 221/2023, de 15 de noviembre

Departamento de Sostenibilidad, Agricultura y Medio Natural.

Nº expte: INFOPU 2023/27


[bookmark: _Hlk140835239][bookmark: _Hlk154656453]Desestimar la solicitud de acceso a la información pública presentada por el señor xxxxxxxxxxx requiriendo diversa información sobre el estado de tramitación de varios expedientes por actuaciones realizadas en el Parque Natural de Izki.

Con fecha 5 de octubre de 2023 tuvo entrada en el Registro de la Diputación Foral de Álava escrito presentado por xxxxxxxxxxx, con DNI  xxxxxxxxxxx , en el que, tras mostrar su disconformidad con una respuesta remitida por la Directora de Medio Ambiente sobre los expedientes sancionadores 12/2019, 13/2019, 14/2019 y 15/2019 iniciados en su unidad directiva como consecuencia de actuaciones en el Parque Natural de Izki, solicita que le sea notificada la resolución de los citados expedientes sancionadores así como, en su caso, las causas de su sobreseimiento o prescripción.

Ese mismo mes de octubre, la Directora de Medio Ambiente proporcionó al señor xxxxxxxxxxx la información a la que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.16 de la Ley 1/2023, de 16 de marzo, de la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas Vascas, podía acceder en calidad de denunciante de las actuaciones referidas en los citados expedientes sancionadores.

También, vistos los términos en los que estaban formuladas las pretensiones del solicitante, la citada Directora consideró que las mismas tal vez podrían  tener encaje en el cauce de acceso a la información pública ofrecido en la  Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno, por lo que me dio traslado del escrito del sr. xxxxxxxxxxx por ser la persona titular del del Departamento de Sostenibilidad, Agricultura y Medio Ambiente la competente para resolver las solicitudes de acceso a la información pública planteadas en dicho Departamento. 

Pues bien, tal y como se recoge en la exposición de motivos de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno, su objeto es ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad al efecto de mejorar la rendición de cuentas de los poderes.  Teniendo en cuenta esta finalidad, vistos los términos en los que está formulado el escrito del sr. xxxxxxxxxxx, sus pretensiones pueden considerarse encuadradas en su interés para el control de la actuación pública y la rendición de cuentas, teniendo, por lo tanto, cabida dentro del concepto de información pública definido en la Norma Foral de Transparencia.
Así las cosas, ahora no se va a valorar la reclamación del sr. xxxxxxxxxxx en calidad de denunciante, sino que se va a examinar el caso desde la perspectiva de la pertinencia del derecho de acceso a la información pública de la ciudadanía, tal y como viene regulado en la normativa en materia de transparencia.
Más concretamente, dicha Norma 1/2017 regula el derecho de todas las personas a acceder a la información pública, entendida, según el artículo 18 de dicha Norma como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de cualquiera de los sujetos incluidos en el artículo 3 de esta Norma Foral que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.  
De acuerdo con esta definición, en principio, los documentos y datos de un procedimiento sancionador son información pública a cuyo acceso tienen derecho los ciudadanos en los términos previstos en la Norma Foral 1/2017, incluyendo todos los datos obrantes en los mismos.
Ahora bien, el artículo 37 de la Norma Foral 1/2017, que, a su vez, se remite a la legislación básica estatal, establece las limitaciones del derecho de acceso a la información pública.
Por su parte, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la Agencia Española de Protección de Datos, adoptaron con fecha 24 de junio de 2015 un criterio interpretativo de aplicación de las citadas limitaciones, afirmando en lo que a los efectos de esta resolución interesan:
"El proceso de aplicación de estas normas (artículos 14 y 15 de la LTAIBG) comprende las siguientes etapas o fases sucesivas: 

I. Valorar si la información solicitada o sometida a publicidad activa contiene o no datos de carácter personal, entendiéndose por estos los definidos en el artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (en adelante LOPD). 

II. En caso afirmativo, valorar si los datos son o no datos especialmente protegidos en los términos del artículo 7 de la LOPD, esto es: a) Datos reveladores de la ideología, afiliación sindical, religión y creencias; b) Datos de carácter personal que hagan referencia al origen racial, a la salud y a la vida sexual, y c) Datos de carácter personal relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas. Si contuviera datos de carácter personal especialmente protegidos, la información solo se podrá publicar o facilitar: (...) c) En el supuesto de los datos de la letra c) anterior, y siempre que las correspondientes infracciones penales o administrativas no conlleven la amonestación pública al infractor, cuando se cuente con el consentimiento expreso del afectado o estuviera amparado por una norma con rango de Ley.

(...) 

Finalmente, una vez realizados los pasos anteriores, valorar si resultan de aplicación los límites previstos en el artículo 14. 

(...)".

 En atención a los argumentos parcialmente transcritos, el CTBG y la AEPD concluyeron lo siguiente:

"a) Los artículos 14 y 15 de la LTAIBG regulan los límites del derecho de acceso a la información que no operan de forma automática, sino que habrán de ser aplicados de acuerdo con las reglas de aplicación y los elementos de ponderación que establecen la citada Ley y la LOPD. 

b) El orden de ponderación opera desde el artículo 15 al 14 con los elementos que modulan la toma de decisiones. (...)". 

En el caso que nos ocupa, se trataría de determinar si concurre el límite de acceso del artículo 14.1 e) LTAIBG, esto es, cuando la divulgación de la información requerida puede suponer un perjuicio para la prevención, investigación o sanción de los ilícitos administrativos y ello, teniendo en cuenta que, en su caso, la aplicación del límite “será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso” (art. 14.2).
Partiendo de que los procedimientos sancionadores sobre los que reclama información el sr.  xxxxxxxxxxx ya se encuentran finalizados, no cabría invocar dicho límite del artículo 14.1 e) ya que, al tratarse de procedimientos cerrados, el acceso a los mismo por parte del reclamante no puede perjudicar de ninguna manera ni su prevención ni su investigación ni su sanción.

Sin embargo, resulta de interés hacer una referencia al Dictamen 1/2017 de la Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública (GAIP) que, en relación a la aplicación del límite de acceso a la información pública en el supuesto de existencia de datos personales vinculados a la comisión de infracciones administrativas, dispone:

“- Que los datos personales a proteger siempre deben ser relativos a personas físicas, ya que las personas jurídicas quedan fuera del ámbito de protección de la LOPD. Esto significa que si el presunto infractor es una persona jurídica su identidad no es protegida por este límite y en principio es susceptible de ser conocida en ejercicio del derecho de acceso.

 - Que la protección brindada a los datos de las personas físicas que hayan podido cometer infracciones aplica tanto a los expedientes abiertos o en trámite, como los cerrados o finalizados”. 

A la vista de lo anterior, debe recordarse que la solicitud del sr. xxxxxxxxxxx versa sobre actuaciones realizadas en el marco de procedimientos sancionadores referidas a personas físicas, por lo que, finalizados los mismos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y con los límites en ella contemplados, no procede remitir la información solicitada.

En su virtud, haciendo uso de las facultades que me competen,

DISPONGO

PRIMERO. Desestimar, por los motivos indicados en la parte expositiva, la solicitud de acceso a información pública planteada por don xxxxxxxxxxx.

SEGUNDO. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses o, previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo Foral de Transparencia en el plazo de un mes; en ambos casos, el plazo se contará desde el día siguiente al de la notificación de la presente resolución.




	Amaia Barredo Martín
Jasangarritasun, Nekazaritza eta Natura Ingurunearen Saileko Foru Diputatua 
Diputada Foral de Sostenibilidad, 
Agricultura y Medio Natural 
	María José Madeira García
Ingurumen eta Hirigintzaren Zuzendaria
Directora de Medio Natural
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